
 

     
                                                                          

                        
 
 

SIGCMA 

Ubicación  108262 – 20  
Condenado JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR 
C.C # 18220904 

 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 17 de mayo de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de reposición contra la providencia del 
VEINTE (20) de ABRIL de DOS MIL VEINTITRES (2023), por el término de dos (2) 
días de conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el dia 
18 de mayo de 2023. 
 
Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación del 
recurso. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
 
Ubicación  108262 
Condenado JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR 
C.C # 18220904 

 
 
 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 19 de Mayo de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de los demás sujetos procesales por por el término de dos (2) días de 
conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 23 de Mayo 
de 2023. 
 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó escrito. 
 
 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
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Condenado'. JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR
• j Condenado: JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR

Tallador Juzgado 1 PenaldelCircuitoespecializado de Descongestión de Cimdinamarca //Juzgado38 PenaldelCircuito
de Bogotá. (Sentencias Aaanuiadas)

Follador Juzgado 1 PenaldelCircuitoespecializado de Descongestión de Cundinamarca //Juzgado38 PenaldelOrnato
de Bogotá. (Sentencias Aatmttlaáas)

Deliío (s) Concierto para Delinquir Agravado, Homicidio Agravado //Homicidio Simple y Fabricación, tráfico o porte
ilegal de Armas o municiones. Lev 600 de 2000

Delito (s). Conáerio paraDelincpár Agravado, Homicidio Agravado //Homicidio Simple y Fabricación, tráfico oporte
ilegal de Armas o municiones. Ley 600 de 2000

Decisión:

Reclusión

Wega libertad condicional

Estableámiento Penitenciario y Carcelario la Picota
Decisión:

Reclusión

Niega libertad condicional

REPÚBtlCA DE COLOMBIA
JUZGADO VEINTE DE EJECUaÓN DE PENAS Y l) i-> O

MEDIDAS DE SEGURIDAD _

V^vvX-^Bogotá, D.C., veinte (20) de abril de dos mil veintitrés (2023) j0^(^
ASUNTO A TRATAR

Se encuentran las diligencias al Despacho con el fin de emitir pronunciamiento en torno a la eventual
concesión del subrogado de la LIBERTAD CONDICIONAL conforme lo peticionado a favor del
sentenciado JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR.

1.- ANTECEDENTES PROCESALES

1.1.- Mediante sentencia proferida por el Juzgado 1° Penal del Circuito Especializado de Descongestión
de Cundinamarca, de fecha 7 de junio de 2007, se condenó a JEREMIAS IVL^NJARRES ESCOBAR, como
coautor de los delitos de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO Y TRIPLE HOMiaOIO
AGRAVADOEN CONCURSOHOMOGENEO YSUCESIVO, a la pena principal de 40 años de prisión,
a la pena accesoriade inhabilitaciónpara el ejercicio de derechos funcionespúblicas por un periodo de
20 años, negándosele la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

1JZ.- Dicho fallo fue confirmado mediante sentencia de segunda instancia proferido por el H. Tribunal
Superior de Cundinamarca - Sala Penal - el 26 de julio de 2010.

1.3.- El 26 de agosto de 2014, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad
resolvió decretar la acumulación jurídica de la pena impuesta a JEREML^S MANJARRES ESCOBAR,
por el Juzgado 38 Penal del Circuito de Bogotá -Ley 600 de 2000-por los delitos de doble Homicidio
simple y Fabricación, Trafico o Porte Ilegal de Armas o municiones, a la impuesta por el Juzgado 1®
Penal del Circuito Especializado de Descongestión de Cundinamarca, quedando la pena acumulada en
40 AÑOS DE PRISIÓN, la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones
públicasfijada en el máximo legalde 20años, las condenas en perjuiciosincólumes (pago alequivalente de
1500gramos oro, paracadauna de lasfamilias de las víctimas^ y pago solidario delequivalente a 200s.m.l.m.v a
hs herederos decadauno delos tresóbitos por concepto deperjuicios de índole moraU).

1.4."Por los hechos materia dé la sentencia, el condenado pérmanfece privado de su libertad a saber:

• 24 de marzo de 1994^ al 13 de noviembre de 2002^.

• Desde el 28 de junio de 2012 y actualmente.

13. Con providencia de fecha 22 de enero de 2021 este Juzgado negó al sentenciado JEREMIAS
MANJARRES ESCOBAR el subrogado de la prisión domiciliaria por expresa prohibición legal. Decisión
que fue confirmada el 18 de agosto de 2021 por la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá en
proveído donde se indicó la expresa prohibición contenida en el artículo 38 G del C. Penal y el artículo
26 de la Ley 1121 de 2006.

1.6.-Durante la fase de la ejecución de la pena, se ha efectuado reconocimiento de redención de pena, a
saber:

Providencia Reconocido

8 de abril de 2015 (Jdo 1 EPMS) 06 meses - 00 días

10 dejunto de 2016 (Jdo1 EPMS) 04 meses -12 días

11 de noviembre de 2016 01 meses -26 días

13 de septiembre de2017 01 meses - 20.5 días

19 de librero de 2018 03 meses - 0,5 días

i Sentencia defecha 30 de octubre de 1996, proferida por elJuzgado 38 Penal del Circuitx) de Bogotá (ley 600 de 2000)
' Sentenda defecha 7deJunio de 2007Juzgado Penal del CircuitoEspecializadode Descongestiónde Cundinamarca
3 Folio 176 cdnoJ-9 EJPMS.
*Folio 252 cdn oJ-3 EJPMS.

1

23 de octubre de 2018 02 meses-10.5 días

5 de septiembre de 2019 04 meses - 06 días

27de mayo de 2020 02 meses-2.5 días

9 de septiembre de 2021 05 meses - 02 días

8 de abril de 2022 24 meses-27.6 días

12 de enero de 2023 es meses - 29.375 días

20 de abril de 2023 02 meses - 02 días

Total 59 meses-138.975 días

2^ DELA PETICION

El centro penitenciario solicita a favor del sentenciado JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR la libertad
condicional al considerar que cumple con los requisitos para su otorgamiento.

3.- DE LA LIBERTAD CONDICIONAL

El artículo 471 del C. de PP., impone que a la solicitud de libertad condicional debe adjuntarse la
resolución favorable - vigente - emitida por el director del reclusorio,el aval del cor\sejo de disciplinao
en su defecto del director del establecimiento, copia de la cartilla biográfica - debidamente actualizada
-, y de los demás documentos que acrediten las exigenciasprevistas en el C.P., requisitos estos que se
erigen como presupuesto de procesabilidad para posibilitar al funcionario ejecutor de la sanción el
estudio de la petición del subrogado.

A su turno el artículo 64 del CP. {Modificado por el artículo 30 de la Ley 1709de 2014),establece los
presupuestos sustanciales básicos para la concesión del subrogado, esto es, que el interno haya
descontadolas tres quintas partes (3/5) de la pena impuesta (loque se ha denominadofactorobjetivo),
y que el Juez pueda suponer fundadamente conforme el desempeño y comportamiento observado en el
reclusorio que no hay necesidad de continuar con la ejecuciónde la pena, amén de que se encuentre
debidamente demostrado el arraigo familiar y social del condenado.

En el presenteasunto las tres quintas partes de la sanción equivalena 28SMESES, dado que la pena
amuladase fijó en 40AÑOSDE PRISION, como se reseñóen el acápite de losantecedentes procesales;
si se tiene en cuenta el lapso de privación de libertad, el condenado ha efectuado a la fecha un
descuento físico de la siguiente manera:

1994 283 días

1995 365 días

1996 366 días

1997 365 días

1998 365 días

1999 365 días

2000 366 días

2001 365 días

2002 317 días

2012 187 días

2013 365 días

2014 365 días

2015- 365 días

2016- 366 días

2017- 365 días

2018- 365 días

2019- 365 días

2020- 366 días

2021 365 días

2022- 365 días

2023- 110 días

TOTAL 7106 días
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Anterior guarismo seadiciona las redenciones de pena (59 meses - 138.975 días), por loquese totaliza
como descuento de pena, 300 MESES y 14.975 DÍAS, concluyéndose que satisface la exigencia
cuantitativa mínima prevista por el legislador para acceder al sustituto.

Se allega por parte del Centro de Reclusión la Resolución Favorable No 0748 de fecha 2 de marzo de
2023 y solicitud delibertad condicional a favor delcondenado JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR, por
lo que se hace necesario, establecerque:

Elbeneficio de la libertad condicional ha sufrido distintas modificaciones, en principio, la Ley 599 de
2000, establecía, enelartículo 64: que"el juez concederá k libertad condicional alcondenado a pena privativa
de lalibertad, cuando haya cumplido las tres quintas partes de lacondena, siempre que de subuena conducta enel
establecimiento carcelario pueda elJuez deducir, motivadamente, que noexiste necesidad para continuar con la
ejecución de la pena. No podrá negarse elbeneficio de lalibertad condicional atendiendo a las circunstancias y
antecedentes tenidos en cuenta para la dosificación de la pena. El período de prueba será el cjiie falte para el
cumplimiento total de la condena".

La Ley 890 de 2004^ modificó la Ley 599 de 2000 y señaló que el juez puede conceder la libertad
condicional al condenado a pena privativa de la libertad, siempre y cuando cumpla los siguientes
requisitos: 1)previa valoración de la gravedad de la conducta punible, 2) cuando haya cumphdo las dos
terceraspartes de la pena y, 3) su buena conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro de
reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la
pena. En todo caso su concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la

Porsu parte, laLey 1453 de 2011,^ quemodificó laLey 890 de 2004, consagró queeljuezpodráconceder
lalibertad condicional alcondenado a pena privativa delalibertad previa valoración delagravedad de
la conducta punible, cuando hayacumplido las dos terceras partes de la penay su buenaconducta
durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no
existe necesidad de continuar la ejecución de la pena.En todocaso, su concesión estarásupeditada al
pago total de la multa y de la reparación a la víctima o seasegure el pago de ambas mediante garantía
personal, prendaria, bancaria o medianteacuerdode pago.

Ahora, a pesar de la regulación normativa expuesta, resulta inescindible el estudio del artículo 64 en
consonancia con el artículo68A, el cual ha sido modificado por las Leyes1142de 2007,1453 de 2011,
1474 de 2011, y 1773 de 2016 en losquese indica, en forma expresa y concreta, loscasos en losqueno
hay lugar a beneficios y subrogados penales.

Lanorma aludida hasido objeto de las siguientes modificaciones: LaLey 1142 de 2007^ estableció que
no se concederán lossubrogados penales o mecanismos sustitutivos de la penaprivativa de libertad de
suspensión condicional de la ejecución de la pena o libertadcondicional; tampoco la prisióndomiciliaria
como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o
administrativo, salvo losbeneficios porcolaboración regulados porla ley, siempre queestaseaefectiva,
cuando la persona haya sidocondenada por delito doloso o preterintencional dentro de los cinco (5)
años anteriores. Esta norma fue modificada por la Ley 1453 de 2011,8 artículo 28, que adicionó la
prohibición delossubrogados penales o mecanismos sustitutivos a lapersona quehaya sidocondenada
por unode lossiguientes delitos: cohecho propio, enriquecimiento ilícito de servidor público, estafa y
abuso deconfianza que recaigan sobre los bienes del Estado, concusión, prevaricato por acción y por
omisión, celebración de contrato sin el cumplimiento de los requisitos legales, lavado de activos^

sSe publicó en e¡ diario oficial el7de julio de2004, eJ artículo 15dispuso qtte regiría apartir dd1"de enero de 2005, «con excepción de los
artícidos 7° a 13», que entraron envigenaa enforma inmediata, "libertadcondicional. Eljuez podrá conceder lalibertad condicional al
condenado apena privativa de Ja libertad previa valoración de lagravedad de laconducta punible, cuando haya cumplido las dos terceras
partes de lapena ysubuena conducía durante eltratamiento penitenciario en élcentro de reclusión permita suponerfundadamente que no
existe necesidad de continuar¡aejecución de ¡apena. En todo caso suconcesión estará supeditada alpago total delamulta yde larepararían
alavíctima. Mediante Sentencia C-194 de2005, sedeclaró exequible lanorma enelentendido deque dicha valoración deberá atenerse
a lostérminos entjuepte evahtada lagravedad dela conducta enlasentencia condenatoria porpartedeljuezdelacausa".
®Vigentea partir del24dejunio de2011.
^Vigentea partir del 28dejunio de 2007.
í Vigentea partir del 24dejunio de2011.
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utilización indebida de información privilegiada, interés indebido en la celebración de contratos,
violación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades, tráfico de influencias, peculado por
apropiación y soborno transnacional.

El artículo 13 de la Ley 1474 de 2011^ consagró que no tendrán derecho a beneficios o subrogados
quienes hayan sido condenados por delitos contra la Administración Pública, estafa y abuso de
confianza que recaigan sobre los bienes del Estado, utilización indebida de información privilegiada,
lavado de activos y soborno transnacional. Lodispuesto en el presente artículo no se aplicará respecto
de la sustitución de la detención preventiva y de la sustitución de la ejecución de la penaen loseventos
contemplados en los numerales2,3, 4 y 5 del artículo314de la Ley906de 2004, ni en aquelloseventos
en los cuales se apliqueel principio de oportunidad, lospreacuerdos, negociaciones y el allanamiento a
cargos. Posteriormente fue expedida la Ley 1773 de 2016.

Adicional a loanterior, en esecompendio normativo, debe tenerse encuentalaLey733 de 2002^®, la cual
estableció la exclusión de beneficios y subrogados penales cuando se trate de delitos de terrorismo,
secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia
anticipaday confesión; ni se concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena
privativa de la libertadde condenade ejecución condicional o susper^ióncondicional de ejecución de la
pena, o libertad condicional.Tampoco a la prisióndomiciliaria comosustitutivade la prisión,ni habrá
lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por
colaboración consagrados en el Códigode Procedimiento Penal,siempreque éstasea efectiva.

Asímismo, el ARTÍCULO 26DE LALEY 1121 DE 2006^^ consagra quecuandose tratede delitos de
terrorismo, financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las
rebajas de pena por sentencia anticipada y confesióib ni se concederán subrogados penales o
mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o
libertadcondicionaL Tampoco a la prisióndomiciliaria como sustitutivade la prisión, ni habrálu^ar
nin^n otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por
colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea eficaz.

Entonces, el juez de ejecución de penasy medidas de seguridad, a efectos de conceder el subrogado
penal de libertadcondicional, debe revisarsi la conducta fue considerada como grave por el legislador
de conformidad con lo dispuestoen el artículo 68A del Código Penaly los artículos 26de la Ley 1121
de 2006, y 1098de 2006, si esto es posible, deberá verificarel llenode los requisitos objetivos comolo
son el cumplimiento de la pena exigida por la ley y el certificado de buena conducta en el sitio de
reclusión exigido en el artículo 64del CódigoPenal,loanterior, teniendo en cuentala vigencia temporal
de las normas que regulan el tema.

Ahora, resulta necesario en este punto traer a colación lo referente con el principio de favorabilidad
penal; veamos: "por regla general, la leypenal rige para las conductas cometidas durante su vigencia, sin
embargo, deconformidad con lodispuesto enelartículo 29dela Constitíición Política y elartículo 6°del Código
Penal. "En materia penal, la leypermisiva ofavorable, aun cuando sea posterior, seaplicará deprejerencia a la
restrictiva o desfavorable." Con sujecióna la preceptivacitada debe entenderse que la vigencia de una
norma se inicia con su promulgación y finaliza en el momento de su derogatoria, ya sea porque son
modificadas, o porque se suprimen de manera expresa. La excepciónopera entonces, cuando la nueva
leyes másfavorable que la anterior(retroactividad), o cuandola leyanteriorresultamásfavorable que
la posterior (ulti-actividad). De otra parte, el principio de favorabilidad no solo opera frente a las
normas sustantivas,siriotambiénen materiaprocesal, así sé establece por el artículo6® de la Ley" 906de
2004, en el que se consagraque la norma permisiva o favorable, aun cuando sea posterior a la actuación,
se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

Frente al principio de favorabilidad en materia penal, nuestra Corte Suprema de Justicia - Sala de
Casación Penal - ha señalado que:

9V¡genteapartirdell2 de julio de 2011.
10Artículo 11 vigencia de ialeyapartirdei 29 de enero de 2002.

Vigente desde el 29 de diciembre de 2006.
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"lafavoraUlidad constituye unaexcepción al principio deirretroactividad dela ley, pudiéndose aplicar en su desarrollo
una leyposterior al hedió cometido (retroactividad) o prolongarle sus efictos más aUá de su vigencia (ultractividad),
siempre que en algún momento haya regido laactuación y que -desde luego- sea, en unou otrocaso, másJitvorable al
sindicado o condenado. (...) Así, enél caso de sucesión deleyes enél tiempo, si la nueva leyesdesfavorable en relación
con la^erogada, ésta será laque sesxgí7 aplicando a fodos los hechos delictivos que secometieron,durante suvigencia, que
esloquela doctrinadenomina ultractividad de la ley.

la retroactividad, por el contrario, significa que cuando la nueva ley contiene previsiones más fiworables que las
contempladas en la ley que deroga, la nueva ley se aplicará a los hechosdelictivos ocurridos con anterioridad a su
vigencia.

Sobre este punto debe la Corte señalar que tratándose delaaplicación del principio defavoraUlidad en materia penal, no
cabe hacer distinción entre normas sustantivas y normas procesales, pues el texto constitucional noestablece difarencia
algunaquepermitaun trato difarente paralas normasprocesales"^^

La jurisprudencia de la Salade CasadónPenalde la CorteSupremadeJusticiaha establecido que para
que se pueda aplicar el principio de favorabilidad deben concurrir: i) sucesión o simultaneidad de dos o
más leyesen el tiempo; ii) regulaciónde un mismosupuesto de hecho,pero que corüleva consecuencias
jurídicas distintas; y iii)permisibilidad de una disposición frente a la otra.

Cabe destacar que ante los cambios legislativos, específicamente con la expedición de la Ley 906 de
2004, se presentan distintas situaciones en las que, en atención a la vigencia territorial de la norma,
frente a ello: "... se haprecisado que: i) la puesta en marcim gradual delsistema aaisatorío deacuerdo con el
programa deimplantación previsto enelarticulo 530delaLey 906de2004, (X)ndujo a tmasituación partiatlar, en
la cualcoexisten dos procedimientos distintos y excluyentes que seaplican en el país segtin lafecha y lugarde
comisión del delito: elestablecido en lanormativa anterior, a casos por conductas realizaos antes del i® de enero
de 2005 o a partirde esta facha en Distritos Judiciales donde noopere el sistema acusatorio; y, el nuevo, para
delitos cometidos a partir del T de enero de 20Q5 en los Distritos Judiciales seleccionados para comenzar y
gradualmenteen losdemás..."

Teniendo en cuenta la normatividad señalada anteriormente, significa desde ya que en este caso no
procede libertad condicional por expresa prohibición le^aLen razón a que JEREMIAS MANJARRES
ESCOBARfue condenado por hechos ocmridos 11 de octubre de 1993 (sentencia del Tuzeado 38 Penal
del Circuito) v 10 de maizo de 1993(sentenciadel Tuzgado 1° P<*na1 del Circuito Espeftalig^adn
descongestión de Cundinamarca.

Lo anterior, por cuanto, en la sentencia proferida por el Juzgado 1® Penal del Circuito Especializadode
Descongestión de Cundinamarca, dejó plasmada en la decisión condenatoria, la favorabilidad con la
que se condenó al señor JEREML\SMAl^ARRES ESCOBAR, pues tuvo en cuenta, la norma contenida
en la Ley 599de 2000, y de allí que, se deba partir para el estudio de la aplicación de beneficios y
exclusiones bajo la misma cuerda procesal.

Bajo tal derrotero, tendremos en cuenta que, para este asunto, el juzgado Fallador explicó que los
delitos por los cuales halló responsable a JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR se atribuyen a los
punibles conterudos en los artículos103,104numeral 8 y 340de la Ley599de 2000 (original), se itera
por favorabilidad, ya que aquellas penas propuestas en el Decreto1194de 1987y DecretoLey 100de
1980, consagraban penas superiores.

Se citaba en las circunstancias de agravación de aquella normatividad eru-ostrada al sentenciado lo
siguiente:

"ARTICULO 104. aRCUNSTANOAS DE AGRAVAaON.

La pena será de veinticinco (25) a atarenta (40) años de prisión, si la conductadescrita en el artículo anterior se
cometiere-.

1. En la persona del ascendiente o descendiente, cónyu^, compañero o compañera
adoptivo, opariente hastaelsegundo gradodeafinidad.

permanente, hermano, adoptanteo

" C-592 dé 2005.
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2. Para preparar, fiicilitar oconsumar otra conducta punible; para ocultarla, asegurar suproducto olaimpunidad, para sí
o para loscopartícipes.
3.Pormedio decualquiera delas conductas previstas enelCapítulo 11 del Título XII yenelCapítulo I del Título XIII, del
librosegundode estecódigo.

.4.Porprecio, promesa remuneratoria, ánimo delucro oporotromotivo abyecto ofiHÜ.
5. Valiéndose dela actividad deinimputable.
6. Con sevicia.

7. Colocando a lavictima ensituación deindefensión oinferioridad oaprovechándosedeesta situación,
8. Confines terroristas o en desarrollo de actividades terroristas.
9. En persona intemadonalmente protegida diferente a las contempladas en el Titulo II de éste Libro y agentes
diplomáticos, deconformidad ajn bs Tratados y Convenios Intentacionales ratificados porColombia.
10. Sisecomete enpersona que sea o haya sido servidor público, periodista, juez depaz, dirigente sindical, político o
religioso en razónde ello".

Y de otro lado, en el artículo 340 de la Ley 599 de 2000se indicaba:

"Textooriginalde la l£y 599 de2000.

ARTÍCULO 340. Cuando varias personas se concierten con elfin de cometer delitos, cada una de elbs será penada, por
esa sola conducta, con prisión detres (3) a seis (6) años. Cuando elconcierto seaparacometer delitos degenocidio,
desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, narcotráfico, secuestro
extorávo, extorsión opara organizar, promover, armar ofinanciar grupos armados almargen delaley, lapena será de
prisión de seis(6)a doce (12) años y multa dedosmil(2.000) hasta veinte mil (20.000) sakrios mínimos mensuales
legales vigentes. La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para qiáenes or^nicen, fomenten,
promuevan, dirijan, encabecen, constituyan ofinancien elcotuñerto olaasociación para delinquir".

Así lascosas, el tránsito denormatividad, hizo necesario, noobstante, latipificación enlanorma penal,
los delitos relacionados conel terrorismo, quesegarantizara efectivamente laaplicación de las penas a
losgrupos armados al margen de la ley, y porendela consecuente expedición de la ley1121 de 2006:
"Por la cual se dictan normas para la prevención, detección, investigación y sanción de lafinanciación del
terrorismo y otrasdisposiciones", por tanto debe darse aplicacióna lo dispuestoen el arb'ciJo26de dicha
norma.

"ARTÍCULO 26. Exclusión de beneficios y subrogados. Cuando se trate de delitos de terrorismo, financiación de
terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y
confesión, ni seconcederán subrogados penales omecanismos sustitutivos delapena privativa delalibertad decondena
de ejecución condicional o suspensión condicional deejecución delapena, o libertad condicional Tampoco a laprisión
domiciliaria como sustitutiva de la pri^n, ni habrá lugar ningún otro bemfido o siérogado legal, judicial o
administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en elCódigo deProcedimiento Penal, siempre que esta
seaeficaz".

Ahora, determinado estáquese debe tener en cuenta la normatividad expresa en la Ley 1121 de 2006
conformelo dispuesto por la CorteSuprema de Justicia - Sala de CasaciónPenal en decisiónT-019-2017:

"Las sentencias deprimera ysegunda instancia tuvieron como argumento sustentatorio elsiguiente: i) que elaccionante
fue cóndeiiado^^ por los delitos de secuestro extorsivo agravado, hurto calificado y agravado, falsedad personal, y porte
ilegal de armas ii)lo dispuesto en elartículo 11 de laLey 733de2002 yelartículo 26delal£y 1121 de 2006, normas que
consagran la exclusión de beneficios y siíbrogados, cuaruio se trate de delitos como el secuestro, secuestro extorsivo,
terrorismo, extorsión y conexos. Lo anterior, enconsideración a que los delitosfueron cometidos bajo suvigencia iii) la
Ley 733 de2002fue dictada bajo lavigencia delaLey 599 de2000 yLey 600de2000. Ahora bien, con laexpedición delas
Leyes 890 y 906 de 2004, laprohibidón del artículo 11 delaley 733 de2002, fue dero^tda tácitamente, puesto que, se
concedió lalibertad condicional para todos los delitos. Sin embargo, de conformidad con elprecedente de laCorte Suprema
de Justicia (Sala de Casación Penal)^*, la derogfitoria solo operó en aquellos distritos judiciales en los que no había
empezado aaplicarse laLey 906 de2004, delocual se concluye que enellugar dondefuecometido elsecuestro, laLey 904
empezó a regir el2® deenero de2007^5 enconsecuencia, ULey 733 de2002 nofuederogada".

^ El31deoctubre de2005 élaccionmíefuepreferida ccndena poreljuez deprimera itisíancia, lacualfueconfirmada mediante sentencia
del21denoviembre por elTribund Superiorde Vüíavicencio
" Sentencia d^14demarzo de2006 CSJ Sala deCasadón Penal.
" DistritoJudicial deAntioquta
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Entonces, el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, a efectos de conceder el subrogado
penal de libertad condicional, debe revisar si la conducta fue considerada como erave por el legislador
deconformidad con lodispuesto enelartículo 68A del Código Penal y los artículos 26 delaLey 1121
de 2006, y 1098 de 2006, si estoes posible, deberá verificar el lleno de losrequisitos objetivos como lo
son el cumplimiento de la pena exigidapor la ley y el certificado de buena conductaen el sitio de
reclusión exigido enelartículo 64 delCódigo Penal, loanterior, teniendo encuenta lavigencia temporal
de las normas que regulan el tema.

Deotro lado, frente al presupuesto decorte subjetivo, delanormatividad invocada loquesurge esque
noessolamente elcumplimiento de lastresquintas partes delapena, porparte del sentenciado, para
acceder automáticamente al mecanismo sustitutivo de la libertad condicional, sinoqueadicionalmente
es potestativa del juez su concesión, previa valoración de la conducta punible, al igual que el
adecuado desempeño y comportamiento duranteel tratamiento penitenciario en el centrode reclusión,
quepermitansuponerfundadamente queno existe necesidad de continuar la ejecución de la pena.

Si bien no se puede desconocer la gravedad de los delitoscometidos, así comolas circunstancias en su
ejecución, que efectivamente fueron enrostrados por los Jueces Falladpres, el Despacho atenderá lo
dichopor la Salade Casación Penalde la CorteSupremade Justiciadentro delRadicado AP3348- 2022
Radicación No61616 defecha 27dejulio de2022, M.P. DR FABIO OSPITTA GARZON donde seexpuso:

"6ADela valoración deta conducta putrible al momento deresolver unasolicitud delibertad condidonal. Jurisprudencia
relacionada

6.61 Corte Constitudonal

Sin pretender agotar talinea jurisprudendál dá alto Tjibimal Constiiudonal alrespecto, haderecordarse que enlasentencia CC C-
757-2014 (rdierada enCC C-233-2016 y C-32S-2016), enejertirío dd cmtrol distracto deccnstitudomdidad sobre la expresión
«previa valoración delaconducta punible», contenida ai elarticulo 64 dd Código Pentd modificado porelarticulo 30delaLey 1709 de
2014, seexplicó que elprincipio delegíúidad, como elemento del debido proceso enmateria penal, sevulnera cuando éllegislador
establece quelosjueces deejecuaón depenas valoren la conducta punible paradecidir sobre la libertad cmdidonál, sin darles los
parámetros para ello. Expresó que una norma que exige a los jueces ejecutora valorar laconducta punible delos condenados apenas
privativas desulibertad almomento dededdir aceña desulibertad condidonal, sólo esexequible silavaloradón comprende «todas las
drcunstandas, elementos yconsideradones hechas por eljuez penal en lasentenda condenatoria, sean éstasfavorables odesfavonéles
al otorgamientodela libertadcondidonal».

En lasentenda CC T-019-2017, aunque elprMema jurídico principal estribó enlaaplicación ddprincipio defavorábilidad enmateria
p^l,la Corte Constitudonal recalcó que al«[ejstudiar los subrogados penales consagrados enlalegidadón... tendrá^nj relevandaJas
drcunstandas y consideraciones rfectuadas poreljuez pend enlasentenda condenatoria, sean estas favorables o desfavorables al
condenado, lo anterior, siguiendo el precedente de Ja Corporadón en cuanto a que dd}e valorarse Ja conducta punible». En la
pravidenda CCT-265-2017, alrealizar unestudio sobre los mecanismos sustitutívos delapena privativa deJaJiberiad existentes, en
puntoa la libertad condicional, simplemente reiteró la ratiodeddendi dela sentendaCCC- 757-2014. Enel mismo sentido la CCT-
.640-2017.

6.62 Sala de Casadón Penal de la CorteSupremadeJustida

la Sida deCasadón Penal seImocupado delasmtoenmúltiples

(...) 6.6.2.4 Alas a

. . damientos,bienál momento de resolverensegundainstanda
la petidón de libertad condidatid elevada por aforados constitudondes o legales, o en los casos en que hafungido como juez
constitudoneJ a través de sus diversas salas dededsión de tutela.

!consideradones, queensu integridad seratifican, sólo esdable agregar losigidente-,

Toda cmducia punible esconsiderada unacto grave contra lasociedad, alpunto que ellegislador reprime sucomisión a través dela
punidón. De cualquier manera, a raíz dd resquebrajamiento delas rdadones humanas, día i^ecta los valores que condidonan Ja
existmda, conseryadón ydesarrdlo delavida en commidad. En ^timas, además del daño privado, éldelito siempre ocasiona undaño
público directamente rdacionado con latransgresión de las normas estableddas pord legislador pend, necesarias para laconvivenda
padfica.

La condidón degrave oleve deuna infracción delictiva dalugar aintensos einacabados debates. Nadie hadenegar que existen derto
tipo de comportamientos que por sunaturdeza -opor lomenos desde una perspectiva simplemente óbjdiva-, implican una mayor
(fectadón a valores sensibles para et conglomerado sodal, veriñgrada, los vinculados a bienes jurídicos que tutdan la vida, la
int^ridad persond, Ja libertad entodas sits aristas o laadministradón pública, para atar solo algunos. Jo que de contera genera
unánime rechazo sm'd. Sin embargo, ello no soluciona laproblemática alahora de calificar d injusto, lapraxis judicial enseña que en
lomo a lavaloradón delaconducta punible sedáboran múltiples reflexiones para justificar sugravedad -tedas válidas sisequiere-,
una porcada tipo penal que d Estatuto Punitivo contempla, pero endfondo sólo confluyen enunargumento drcular que asume por
punto departida las razones que tuvo encuenta d legisladorpara considerarque determinado proceder debía serobjeto derepresión por
d Estado. La previa vdoradcn del injusto típico introduce a ladiscusión argumentos deíndole subjetivo que ennada contribuyen a
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superar laambigüedad generada pord legislador de2014 eJartículo 64delCódigo Pend. Porejemplo, cómo negar Japercepdón y
el redimo dd menor dee^, quien considem sumamente grave eJ hecho que sus ascendientes, sinjustacausa, noprovean Jos
alimentos necesarios parasusubsistencia (inasistenda alimentaria), od ddpadre o madre cdfeza defamilia alaquehurtansuhumilde
ventadegdosinas, queporsu situadón económica cc^stituia elúnico medio deingreso económico delnúcleofamiliar. Yla listasería
interminable si sepretendiera continuar él ejerdcio casuístico. Algunos argumentan que un criterio que permite identificar la
gravedad deldelito está dadoporlaseveridad delapena aimponer. Noobstante, nuevamente laprácticajudicial enseña Jo contrario, en
virtud de unfenómeno queha dado en JJamarse hiperinflación o populismo punitivo, produdo deJairreflexiva política criminal
colombiana22, queen la vdiemente búsqueda de encontrar en d derecho penal la sdudón a todos losproblemas de la sodedad,
simplemente (frece sandones graves, retribudón -porno dedr venganza- y castigos ejemplarizantes, dejando delado la nodón de
resocialización yacercándose enmucho acriterios desegregadón yexclusión delpenado dd entramado sodd. Otro sendUo ejemplo Jo
deinMStrai bi^o d anterior supuesto, parad legislador pentú h(^díaestnás grave d comportomiertio dê uel individuo que porta un
arma defuego sinpermiso deautoridad competente yutiliza cualquier demento que permita ocultar suidentidad oladificidte (porte dé
arma defuego agravado', numenú 4°delartíctdo 365delCódigQ Pend), que aquel quemata a otro (homiddio: artículo 103ídem), pues,
mientras laprimera conducta ser^me cm unapenamínima de216meses, la segunda comspaideen su mínimo a 208meses. Yeso
para apenas mendonar dos delitos decomún ocurrenda enelpaís. Importa acotar que iaSda, porobvias razones, noser^erea
aquellas conductas queelpropio legislador, en uso desu libertad deconfiguradón rwrmativa, excluyó delsubrogado dela libertad
contpcional, «símfo que ocv^ó la atenciónde ta Corte Constitudonal en sentenda CC C-073- 2010, en la cual se estudióla
constitudonaiidaddel artículo 26 déla Ley 1121 de 2006, «[p}orla cuál se didan normas parala prevendóti, detecdón, investigadón y
sanción deJafinandadón delterrorismo y otrasdisposidones».

Ensu dedsión, elaltoTribunal Constitucional explicó que, enpimío deconcesión debenefidos penales: (i)el legislador cuenta con
amplio margen deconfiguradón normativa, manifestadón desu competenda parafijarlapolítica crimind delEstado, (ii)seajustan,
primafacie, a la Constitudón Política, lasmedidas legidativas querestrinjan la concesión debenefidos penales en casos dedditos
considerados particularmente graves parala sodedad o quecausan un devado impacto sodd y, (iii)d Estado colombiano ha asumido
compromisos internacionales en materia de combate contrael terrorismo, razón de máspara qued JegisJador Jimite Jaconcesión de
benefidos penales enla materia. Enlasentenda encita,tamJrién serecordó queellegidaior halimitada igudmente d recmodmiento
deben^dospenales paraJos casos deconductas punibles queconsidera particularmente graves enfundón,porejemplo, dela calidad
dela víctima, verbigrada, el caso delartículo 199dela Ley 1098 de2006 «fpjor la cualse expide el Código dela Infanda y la
Adolescencia», norma quecattiene lUversas restricdonea, dgunas delascuales lasconsideró ajustadas a laCarta Política (Cfr. CCC-
738-2008). Porello, predsóque«fejl legislador puede estdflecer, merced a un amplio margen deconfiguradón, sobre cuáles delitos
permite quétipodebenefidos pendes ysobre cuáles no.Dentro deesos criterios, losmás importantes scm(i)d análisis delagravedad
deldditoy (ii)lanaturaleza propia dd diseño delaspolíticas crimindes, cuyo sentido incluye razones políticas deJas cuales nopuede
apropiarse d juez constiiudonal».

(...) SustentarJa negación dd otorgamiento de la libertad condidonal en la soJaalusión a la gravedad o lesividad de la conducta
punible, solo esposible frente a casos en Jos cuales el legislador ha prdiibido elotorgamiento dd subrc^ado pordicho motivo, como
sucede conlosprevistos en losartículos 26 de la Ley 1121 y 199dela Ley 1098 de2006, pues, como se dijo en la dedsión CSJ
STP15806-2019, 19nov.2019, rad.107644, atrásdtada,anopuedetenerse como razónsufidentepam negarlalibertad condidonal la
alusión a lalesividad delaconducta puniblefrente a losbienes jurídicos protegidos pord Deredw Pend,pues diosoJo escompatible
conprdiibidones expresasfrente a dertos delitos»

Elartíctdo 64dd Código Pend (modificado pord artículo 30dela Ley 1709 de2014), con Jaexeqwbilidad condidonada dedarada por
la Corte Constitudonal enlasentenda CC C-757-2014, ensena quelafinalidad delsubrogado dela libertad condidonal espermitir
queelcondenado pueda cumplir porfueradelcentro de reclusión partedelapenaprivativa dela libertad impuesta en la sentencia,
cuando Jaconducta pimibJe cometida, losaspectosfavordiles quesedesprendan delanálisis efectuado poreljuezdeconodmiento enla
sentenda -en su totdidad-, el adecuado comportamiento durante el tiempo queha permaneddo privado de la libertad y la
manifestadón qued proceso de resodalizadón ha hedu> efedo en él caso concreto -lo cud traduce un prmístico positivo de
rdmbilitadm-, permiten concluir queen su caso resulta irmecesario continuar la ejecudón dela sandónbajo la restrícdón desu
libertad (artículo 64numeral 2^delcódigo pend). Sólo deesaforma sehacepalpdjJe Japrogresividad dd sistema penitendario, cuya
culminación eslafasedeconfianza deJaJibertad condidonal, que presupaie laenmienda y readaptadón dd ddincuente yefectiviza su
rdnserción ala sociedad, Jográndose tafinalidad réid/ilitadora delapena. Laperspectiva endavedelibertad prindpdmente apuesta
porlasposibilidades deresoddizadón o reirrserdón sodaldetapersona queha cometido unainfracción delictiva, acorde a máximas de
rduibilitadát, mientras la visión deseguridad apimta a su exclusión sodal, propias depolíticas intimidatorias e inocuizadoras o de
aislamiento dd condenado, quecontrarrestan su reintegro a lasdinámicas comunitarias.

(...) Laprevia vdoradón dela conducta nopuede equipararse a exclusiva valoradón, sobre iodo en aspectos desfavorables como Ja
gravedad quecon asiduidad se resaltan por losjueces ejecutores, dejando de lado todos losfavorables tenidos en cuenta porel
fundonario judicial deconodmiento. Siasífuera, elejegravitatorio dela libertad condidond estaría enlafaltacometida y noenel
proceso deresoddizadón. Una postura quenoofrezca laposibilidad dematerializar la reinserción delcondenado a lacomunidad yque
contemple la gravedad de la conducta a partir un concepto estático, sin atarse a lasfundones de Ja pena, simpJemente es
inconstitudonal y atribuye a la sanción un espedfico fin retributivo cercano a la venganza. LaCorte ha derdtemrquecuando él
legislador petud de2014 modificó la exigenda devalomdón delagravedad dela conducta punible porla valoración dela conducta,
acentuó d fin resoddizador deta pena, que en esenda apunta a que el reo tenga la posibilidad deriade recuperar su libertad y
rdntegrarse al tejido sodalantesdelcumplimiento totd delasandón. Ensuma, noeselcamino interpretativo correcto, asociar queJa
sdagravedíd delaconducta essufidentepara negar elsubrogado delalibertad condidcnd. Ello sería tanto como asimilar lapena a un
oprctioso castigo, ofensa oexpiadón odotarla dem sentido deretaliadón sodal que, encontraída delrespeto portadignidad humana,
cosifica d individuo quepurgasusfaltasy con despredo anulasusderahosfundamentdes. (...)"

Esde anotarque,en el presentecaso, el respectivo fallador. Juzgado1°Penaldel Circuito Especializado
de Descongestión de Cimdinamarca, calificóy valoró la conducta en la sentencia condenatoria, la cual
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de manera incuestionable debe calificarsede extrema gravedad, reflejada en las mismas circimstancias
modales en las que se produjo. Al respecto manifestó:

"... es lo que ocurre enel caso deautos, porque estápresente la circunstancia específica deagravación del
numeral 8^déla norma en cita, dado quees indiscutible queloshomicidios perpetradosfiteron cometidos con
elJtn degenerar zozobra en lapoblación y asegurar el cumplimiento detodas lasexigencias elevadas porel
grupo armado al margen delaley, talcomo quedó demostrado profiisamente enautos.

(...)
la conducta punible desplegada por los enjuiciados (...) y Jeremías Manjarres Escobar presenta mayor
gravedad, en la medida que su actuararmado en dicho municipb sin dudas generó temor, zozobra y gran
alarma social entre sus habitantes".

Sobre la gravedad de la conducta y los demás requisitos normativos, se ha descrito por la Sala de
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia - en sede de Tutela - M.P. Dr. GERSON CHAVERRA
CASTRO STP11598-2022 RadicaciónN® 125584, de fecha 23de agosto de 2022, donde se negó amparo
constitucional, al considerar que se debe tener en igual medida que los demás requisitos legales del
artículo 64del C.Penal, la valoraciónde la gravedad del comportamiento,allí se expuso:

"Como se observa, fue atado todos los apartes ráevantes a la modalidad de las conductas endilgadas al accionante, incluyendo
aspectos un tanto poáiivos, comopor ejemplo su vctuntad de reconocer y aceptarJas conductas cometidas a travésde sentencia
anticipada o la concurrencia de circunstanaas de atenuación punitiva al momento de efectuar la tasacim de la penaimpuesta.
Igualmente, examinadas las respectivas sentencias condenatorias, allegadas a la presente actuación, no se observa quesehubiere
omitidoalgúnaspecto positivoque mereciera anSisis pordeljuezdeejecución depenas.

No obstante, ya al efectuar él ejercicio de ponderación, incluyendo el tratamiento de resocialización, el Tribunal Superior de
VaUedupar consideró quela libertad condicional nodebía concederse, al explicar que.[...] sepuede concluir quesetrata deconductas
punibles queameritaban unasanción estricta desde laimposición delapena, quetiene comofinalidad lograrlaretribución justaporel
daño causado, laprevención especial y la reinserción social, quenosesatisfacen pord sdo transcurso dd tiempo, élcomportamiento
sancionado delseñorcondenado muestra unagravedad superior, conunplusadiciomú quenopuede desconocerse paraexaminarsi es
merecedor de la libertad cmdiciorud, en especitú cuando noka desplegado un significativo comportamiento quese destaque en d
proceso deredención, ysi bien ha tenido unbuen comportamiento enreclusión, como puede coTistatarse enelCertificado deConducta
deldía2 deseptiembre de2021, expedida porél Consejo deDisciplina dd "EstiMerímiento Penitenciario deMediana Seguridad y
Carcelario de VaUedupar"; quela califica entrebuena y ejemplar, no sedescriben enél quétipodecomportamientos ha tenido el
perwdoquelehan permitidoobtenerla mencionada calificación.
Además, seallegan Certificados deTnújc^o, Estudio y Enseñanza, d primero dita dd día18 dediciembre de2017, emitido pord
Establ&imiento Penitenaario deAltay Mediana Seguridad y Carcelario conAltaSeguridad deCómbita, en d queconstata queel
penado tuvo un total de 324horasde estudio, en educación formalentre los meses féril, mayo y junio del año 2017,con una
calificadón sobresaliente! para el día 18 de diciembre de 2017, emitió el Estiéleámiento con Altay Mediana Seguridad B Bame,
certificado end quehace constar qued recluso cumplió con108horas más deestudio, educaciónformal y obtuvo unacalificacián de
sobresalienfe. Porúltimo, esexpedido untercer certificado d día20defd>rerode2018,porpariedd Estiélecimiento Penitenciario y
Carcelario deAlta yMejana Seguridad deVaUedupar enlaquesecorrobora queélseñor TOEUEGROSA GimÉRREZ, obtuvo un
total de304horas detrabajo encírculos deproductividad artesanal, entrelosmeses denoviembre y diciembre de2017, coi loquese
evidencia queelpenado ha mostrado unaintención deserproductivo para3 y lacomunidad conlaquehabita, perohasidoenverdad
muycorto yprecario d tiempo dedicado a dio,hace yavarios años quedesempeñó labores deestudia y trabajo, sinquesereporte desde
hace varios años ningún tipo de actividad, lo que no puede tnterpivtarse de un modofavorable en suproceso de reinserción, pues en
verdad, comparado el tiempofísicoqueha cumplido lapena,quehastalefechason14años,2 meses y 16días,cond queha redimido,
semuestra insuficiente suactividad enptodelaresociiüización.

Ycomo se advirtió en precedencia, cadaunodelosJueces de conocimiento en las respectivas sentencias, se ocuparon dedescribir d
comportamiento delictivo, destacando cada unodeellós, la gravedad decada tmade lasconductas punibles cometidas, y sin que
pusieran enevidencia queenesecomportamiento criminal, sobresaliera alguna situación quedeba tenerse encuenta comofavorable
parad señorrecurrente, quien tampoco alude de dgún modo a su comportamiento criminal para resaltar dgún tipodeactoque
merezca rdevanda en algún aspectofavorablequedd>atenerseen cuenta.

Yes queelpenado, hacía partede diferentes organizaciones cnminales de las queparticipó en momentos distintos, y pese a su
desmovilización del"bloqUe resistencia tayrona delasauc"enel año2006, retomó a susactividades criminales como en la quese
incorporó al grupo crimind denominado "los mellizos" y orientado por los hermanos "Mejía Muñera", para asumir un rol
igualmente protagónico, coordinando la actividad sicarialporhedtosque tuvieron ocurrencia lutstad año2007,y se materitdizaron
losfines de la organización,participó en d homicidio de tres miembros de la Policíay de tres civiles,en hechosocurridos el 9 de
octubre de2001, sobre la víaqueconduce delaciudad deSantaMartaa LaGuapra, paracuando luidapartedelgrupodd "Bloque
Resistenda Tayrcna délas AUC",entrelosaños 1996y 2006, cuando trabajó como aserrador, en d sectordela Región deGuachaca,
pero elseñor TORREGROSA GUTIÉRREZ siempre hizo énfasis que cumplía tareas patrullando enla región dela Serranía del
Perijá.

Esadescripdón desu proceder delictivo, superala vdloradón quesehacedesu proceso enla ejecudón dela sandón,y sin desconocer
que d internoha tenido un bueny ejemplar comportamiento durantesu vidaen reclusión, y se ha ocupado d señorMIGUEL
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ÁNGEL TORREGROSA GUTIÉRREZ de diversas actividades que lehan permitido redimir lapena e inidar su resodaUzadón,
como elementos importantes paraprepararse eincorporarse a su vida ensodedad, pero esenverdad poco ele^uerzo que sedenota en
esesentido, yaúnresulta insufidente paralasatisfacdón délosfinesdélapena, enespuialsisecompara su proceder ddictivo conlo
quehastaahora hahecho en reclusión, y porello seconcluye que nohayaspectos enesa resodaUzadón queimpacten de manera
superior y favonéle td puntoquehagan suponer quese justifica el otorgamiento de la Libertad Condicional, por endma de la
valoradóndelasconductas puniblespor lasquefue condenado.

Nopuede olvidarse quedfin délapena eslograr la resocialización parala rdnserdm a lavida encomunidad, enprocura deque los
dudadanos denlo mejor desi, contribuyendo a lafamilia y ala sodedad, al incorporar ensu actuard respeto pord ordenamiento
jurídico yporlosderechos desuscongéneres, ypredsamente, cuando laspersonas estudian y trdx '̂an, selesreconoce su esfuerzo,
redimiendo pma,pero enmodo algunopuede entenderse queeste proceso deresodálización solo tiene como objetivo que seconceda un
subrogado o benefido, pues deserasí, no seestaría introyectando elfin ultimo queesla adecuada resocialización, y esanodóndel
daño causado, quelepermita hacerse consciente deloquesu aduar ilícito generó, paradeesemodo, enmendarse y garantizar lano
repetidón. Siendo arí, aplicando un test de propordonalidad como método para ademar ladedsión correspondiente, debe dedrse que,
continúa prevcdedendo la valoradón dela conducta punible y si bien, élseñorMIGUEL ÁNGEL TORREGROSA GUTIÉRREZ, ha
realizado diversas actividades quelelumpermitido redimir perme inidarsu resodaUzadón, elementos quesonimportantes, también
loesquerestdtan insufidentes, paralasatisfacdón delosfinesdelapena, puesoíponderar lohastaahora logrado coneldaño creado,
éstaaúnresttiia sersuperior, porloque noseaccederá a laconcesión dela Libertad Cmdidonal, entanto quetiene mayor rdevanda
la valoradón negativa dela conducta ptmible pord realdañoalquesesometió a lasociedad.

Porlasrazones expuesta, laSalaconfirmará la d&:isión adoptada enprimera instanda[...}(Subraya laSala)

Entonces, como sepuede extraer, puntualmente, la Corporadón desegunda instanda ^ectuó wianálisis integral enla valoradón de
laprocedencia dela libertad condicional, enla cuál, noselimitó a lagravedad dela modalidad delaconducta, como lo reprocha d
demandante, sino queincluyó todos losaspectos expuestos por losjueces penales en las condenas proferidas contra Torregrosa
Gutiérrez, asícomo d comportamiento plasmados enloscertificados debuena conducta ylasactividades deredendón depena, todo lo
cuálarrojó una informadón que, valorada enforma conjunta, supuso la imposibilidad deacceder al ben^do penitendario de la
libertadcondidonalpretendida.

Predsamente, la anterior actividad jurisdicdonal es la que pretende la Sala de Casadón Penal a través de los redentes
pronundamientos jurisprudendáles, motivo pord cuál, enélsubexamine nopodría reprocharse oatríbidrse álgún defecto espedfico
a laprovidenda cuestionada emitida él18dejuliodelpresente año, quemerezca laintervendón deljuezconstitudorud. Ensíntesis, lo
deddidoporel Juez colegiado descansa sobre criterios deinterpretación razonable y esfrutodeun serio análisisfrentea lasituadón
evaluada en ese momento.

Detalsuerte quelaadualinconformidad queseexpresa enellibelo constitudonal noseremite a lavtdneradón degarantías, sinola
insistencia en unapretensión quefue descartada por la autoridad judidálcorrespmdiente, motivo porel cuál,deberá denegarse d
amparo deprecado".

Destaca este Juzgado, que en igual circunstancia que en la enrostrada en el fallo constitucional; se
determinóen esteevento,la necesidadde continuarconel tratamientopenitenciario para el condenado
JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR, por cuanto,prevalecela gravedad de las conductasdesplegadas
por éste, pues lo acaecido implicóla grave lesión en contra de la vida y la seguridad de la sociedad,
pues en palabrasde la CorteSuprema de Justicia, se debe protección al principioconstitucional, el cual
se erige en la protecciónde los derechosy la garantía de un orden justo.

En décadas anteriores, se propendióporqueen la legislación se tipificara la actividadterrorista bajoun
correctojuicio para aquellos integrantes de los grupos ilegales armados al margen de la ley y que en
efecto, se lograradesmantelar los mismos, ya que se observaba ante el vacíolegalque se debíacalificar
la conducta por otros comportamientos punibles, tal como sucedió en este evento, que cobijó a
MANJARRES ESCOBAR, con el típo penal de Concierto Para Delinquir, por ende, la expedición de
leyescomola 1121 de 2006 y 1453de 2011, a fin de combatireste flageló, considerandoque el actuarde
JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR, merfece el tratamiento intramural que hasta la fecha redibe en
centro carcelario.

No pretende este juzgado indicar que es con el aislamientodel delincuente que se borran los efectos
nocivos del delito, peroes indudableque la sociedadpercibe un sentimiento de justicia y seguridadal
saberseparadode su entornoa quienviolóflagrantemente y sin vacilación losbienesjurídicos, siendo
precisamente en estas condiciones en que el tratamiento intramural, no solo tiende a resocializar al
condenado, sinoque tambiénestádirigidoa protegera la comunidad; así que entreel ius purüendi del
Estadoy la libertaddel delincuente, media la seguridad pública,que resultaríaseriamenteamenazada
eddejarlo en libertad sin antes haber intentado resocializarlo.

lo
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En estas condiciones, la gravedad de la conducta punible constituye un juicio de valor dirigido a
construir el pronóstico de readaptación social, máxime cuando el fin de la ejecución de la pena no
solamente apunta a una readecuación del comportamiento del individuo para su vida futura en
sociedad, sino también a proteger a la comunidad de hechos atentatorios contra bienes jurídicos
protegidos legalmente, es decir, se itera, dentro del marco de la prevención especial y general, de
manera talqueencuanto mayor seala gravedad deldelito y la intensidad delgrado de culpabilidad,
considerando porsupuesto elpropósito deresocialización delaejecución punitiva, elEstado nopuede
obviarlasnecesidades preventivas generales paralapreservación delmínimo social.

El Despacho verifica que el comportamiento observado por el recluso en el establecimiento
perútenciario, lehahecho merecedor delreconocimiento deredención de pena, pero debe acotarse que
dicha circunstancia tansolo implica queelcondenado acata los reglamentos delpenal y ha amoldado
porcor^iguiente su conducta al rigor y disciplina delrégimen carcelario, sinquedichacircunstancia per
se desemboque necesariamente en el otorgamiento del sustituto, pues como se anotó en líneas
anteriores, se requiere laconfluencia positiva deotros factores queprecisamente sonlosquefallan enel
asunto bajo examen.

Enese orden de ideas, y conforme loexpuesto enprecedencia, lavaloración legal delcomportamiento
ilícito porel que se lesentenció a JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR, al igual que la naturaleza y
modalidades delmismo, confundamento enelestudio delJuzgado fallador, lainexistencia dearraigo
social y familiar# pues en la documental no se hace referencia a este aspecto# la no reparación a las
víctimas, son circunstancias que se unenpara la necesaria continuación de la eiecucián de la pena
intramural, y quelasanción impuesta debacumplirse ensu totalidad, negándose, portanto, laLibertad
Condicional impetrada.

En mérito de lo expuesto, ELJUZGADO VEINTE DE ^CÜCION DE PENAS Y MEDIDAS DE
SEGURIDAD DE BOGOTA, D.C

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR EL SUBROGADO DE LA LIBERTAD CONDICIONAL al sentenciado
JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR, de conformidad con lo señalado en la parte motiva de la
presente providencia.

SEGUNDO: REMITIR COFIAde esteproveídoal reclusorio dondepermanece recluido elsentenciado,
parafines de consulta y obreensu respectiva hojadevida.

TERCERO: Contra lapresente decisión proceden losrecursos dereposición y apelación.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,

UDIA GUISELLA CARDENAS
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Bogotá-26/abril/2023. 
SEÑORES: 
JUZGADO 20° DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. 
Calle 11 N° 9ª-24. Edificio Kaysser. 
Ciudad. 
E.S.D. 

                           

REFERENCIA:  PROCESO NI-108262. 
    No. 25000-31-07-007-2002-00105-01. 
 
CONDENADO: JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR. 

 
ASUNTO:  Sustentación del recurso de reposición en subsidio apelación 

en contra del auto de fecha 20 de abril del 2023. 
 

 

 
 
Respetado(a) señor(a) juez(a): 

De manera respetuosa me permito manifestarle, que descorro el traslado dentro del 
término legal, y procedo a sustentar el RECURSO DE REPOSICION EN SUBSIDIO 
DE APELACIÓN interpuesto contra su providencia de fecha (20) de abril del 2023, a 
fin de que la misma sea REVOCADA, y en su defecto. 

1º). Se aplique el precedente vertical, como las sentencias de constitucionalidad 
de la Corte Constitucional y la jurisprudencia en base al art. 230 superior y en 
consecuencia concederme la LIBERTAD CONDICIONAL prevista en el art. 64 del c.p.p., 
de la ley 599/2000. (Versión original) 

2º). Igualmente solicito con todo respeto a su señoría que se refiera a todo el cuerpo de 
la petición planteada inicialmente, como ocurrió en un caso similar donde la sala del 
honorable tribunal superior de Bogotá. M.P. EFRAIN ADOLFO MARTINEZ, en auto del 
16 de junio del 2020, por encontrar fundada la omisión de fundamentación de la 
decisión, revoco la misma, en un caso de conocimiento del juez 27 de ejecución de 
Bogotá, sin embargo, este despacho la resolvió contraria a derecho y, posterior a ello el 
tribunal revoco y concedió la libertad condicional dentro del proceso bajo el radicado N° 
2005-00095-09, decisión que también fue puesta a consideración del despacho y que 
nada dijo al respecto. Es decir, de acuerdo a la aplicación del precedente vertical 
solicitado por el actor, el despacho no se pronunció, es decir, hay latente una vía de 
hecho por omisión del cumplimiento y acatamiento del precedente vertical.  

Advierto que, si bien es cierto lo anteriormente escrito no es óbice dentro de este proceso, 
lo que si es cierto es que, en principio es un caso similar y además fue una actuación en 
contra de un despacho similar, es decir, de ejecución de penas del mismo distrito, y lo 
que pretende el actor es que, se pueda evitar a futuro desgaste judicial y administrativo, 
como acciones de tutela.  Amen. 

Pues, en mi caso se debe realizar el estudio en base solo al art. 64 del c.p.p., de la ley 
599/2000, en su versión (original), en aplicación plena del principio de favorabilidad, es 
decir, de manera (ultractiva), toda vez que los hechos motivo de condena en los dos 
procesos, fueron con anterioridad a las normas citadas y transcritas por el despacho, en 
mi caso en concreto, el a-quo, NO hizo una debida fundamentación del porque se 
apartaba del precedente vertical, y del precedente constitucional y jurisprudencial. 

Con todo, sin más prejuicios se observa que en esta decisión el despacho incurrió en la 
omisión de cumplimiento del precedente citado en el cuerpo de la petición inicial, fechada 
el 21 de marzo del 2023, por tal razón y atendiendo los criterios de la jurisprudencia, la 
decisión de 20 de abril del 2023, es violatoria de mis derechos constitucionales, creando 
con esta decisión aún más un desgaste administrativo y judicial que se puede observar 
palpablemente. 
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Pues, el actor considera que, el despacho en la reposición o el superior jerárquico al 
momento de resolver el recurso de alzada, debe observar la omisión por parte del 
despacho de no haber desarrollado de fondo la petición inicial de libertad condicional 
presentada en marzo 2023, aunado a lo anterior, ni siquiera hizo pronunciamiento alguno 
en cuanto al precedente vertical citado inicialmente, y reiterado en este recurso, puesto 
que, si hubiese atendido tanto lo expuesto en la petición inicial y el precedente vertical, 
no estuviésemos causando desgaste judicial y administrativo, el actor estaría tranquilo 
en el entendido de que en verdad la negativa obedece a criterios positivistas prescriptos 
en la norma legal, empero como en mi caso no ocurrió así. 

pues, la norma, la constitución y la jurisprudencia, han venido trazando una línea en el 
tiempo y el espacio, en el entendido de que, si partimos de la fecha de los hechos, de mi 
caso en concreto, los mismos ocurrieron en el año 1993, cuando aún no estaba vigente 
la ley 733/2002, ni la ley 890 del 2004, ni la 906 del 2004, ni mucho menos la ley 1121 
del 2006, que trajo consigo la reproducción de las prohibiciones de la ley 733 del 2002. 

Pues, el actor respeta la decisión del a-quo, empero no la comparte, considero que la 
decisión del despacho del 20 de abril del 2023, obedeció a una interpretación equivoca 
de las leyes posteriores a la fecha de los hechos, y que en mi caso en concreto la más 
favorable es la ley 599/2000, versión original. 

De acuerdo a todo lo anterior, encontramos que, el despacho objeto de disenso, en el 
auto de fecha 20 de abril del 2023, al momento de denegar la tan anhelada libertad 
condicional, realizo las premisas fácticas haciendo un recuento del acontecer histórico 
del actor. 

A lo largo de este trámite, también hay algo que me llamo la atención y fue que el 
desarrollo del texto, inicio hablando del art. 471 del c.p.p., de la ley 906/2004, norma que 
no se debe aplicar, puesto que, la norma como lo he reiterado aplicable al actor es la ley 
599/2000, en su versión original. 

Puede ser que el a-quo se haya confundido con uno de los procesos al observar que fui 
condenado en el año 2007, pues, este desconocimiento conlleva a la vulneración de mis 
derechos constitucionales establecidos en nuestra carta magna y los tratados 
internacionales, ya que, el estudio empieza con el art. 481 del c.p.p., de la ley 600/2000. 
Amen. 

(…) 

Establece el art. 481 del cpp., de la ley 600/2000, a cuyo tenor: 

ARTICULO 481. DECISION. <Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de 

enero de 2005 rige la Ley 906 de 2004, con sujeción al proceso de implementación 

establecido en su Artículo 528> Recibida la solicitud, el juez de ejecución de penas y 

medidas de seguridad, resolverá dentro de los tres (3) días siguientes, mediante 

auto interlocutorio en el cual se impondrán las obligaciones a que se refiere el Código 

Penal, cuyo cumplimiento se garantizará mediante caución. 

El tiempo necesario para otorgar la libertad condicional se determinará con base en la 

pena impuesta en la sentencia. 

La reducción de las penas por trabajo y estudio, al igual que cualquier otra rebaja 

de pena que establezca la ley, se tendrá en cuenta como parte cumplida de la pena 

impuesta o que pudiere imponerse. 

Ahora bien, el despacho a su turno continuo con el desarrollo y cito el art. 64. Empero 
modificado por el art. 30 de la ley 1709/2014, norma esta que tampoco es aplicable al 
actor. Porque, lo ha venido decantando la jurisprudencia, que al momento de Resolver 
la petición de libertad condicional, se debe realizar el estudio teniendo en cuenta la 
fecha de los hechos y no la fecha de la presentación de la petición liberatoria. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr013.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528
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Ahora bien, el estudio debe hacerse bajo el criterio legal del art. 64 del c.p., de la ley 
599/2000, en su versión original, como lo solicito el actor en la petición inicial, pues se 
evidencia que el despacho, al parecer pudo haber tomado alguna de estas dos 
decisiones, es decir, (i) resolver de manera inmediata sin estudiar a fondo la petición por 
dar cumplimiento al juez de tutela y buscar que la declaren improcedente por hecho 
superado, (ii), en represalias a la acción de tutela resolvió a la ligera y contrario a derecho 
con el ánimo de que el actor perdure un tiempo más en prisión hasta que, el superior 
corrija el auto en mención y conceda la tan anhelada libertad condicional. Pues, no es 
fácil para el actor, puesto que como se evidencia en el desarrollo del auto en la parte 
objetiva llevo más de 300 meses en prisión, y con esa decisión que fue contraria a 
derecho me demorare algún tiempo más hasta que los superiores, obrando en derecho 
como corresponde me den la razón y me concedan la libertad condicional del cual tengo 
derecho. Amen. 

Siguiendo la directriz del auto dijo que, el inpec, allego resolución favorable de fecha 02 
de marzo del 2023, a favor del actor, y siguió diciendo que la libertad condicional sufrió 
distintas modificaciones y cito las mismas así:  

Hablo de la ley 890/2004, y sus requisitos para acceder a la misma. 

También de la ley 1453/2011, que modifico la ley 890/2004, y su nuevo desarrollo. 

Ahora bien, el a-quo cito las leyes que se encuentran vigentes, y entre ellas cito el art. 
68 A, que fue modificado por la ley 1142/2007; 1453/2011; 1474/2011; 1773/2016, en los 

que se indica, en forma expresa y concreta, los casos en los que no hay lugar a beneficios y 

subrogados penales. 

Bueno, también hizo el desarrollo de la ley 1142/2007, 1453/2011 en su art. 28 que 
adiciono a la anterior, también cito el art. 13 de la ley 1474/2011, del cual consagro los 
delitos que no tenían derecho al subrogado penal, también cito la ley 1773/2016. 

Después de haber hablado de esas normas en comento, llama la atención del actor, es 

que habla y cita así: (Adicional a lo anterior, en ese compendio normativo, debe tenerse 

en cuenta la Ley 733 de 2002). 

Posterior a ello cito y transcribió el art. 26 de la ley 1121/2006, pues, según la ley, la 
constitución y la jurisprudencia todas estas normas nacieron a la vida jurídica 
posteriormente a la fecha de los hechos, inclusive muchos años después de haber sido 
sentenciado, pues, obsérvese que en una de las sentencias que fueron objeto de 
acumulación el fallo de primera instancia se produjo el 07/junio/2007, fue objeto de 
apelación y el tribunal la confirmo, el 26/julio/2010, pues, a pesar de haber quedado 
ejecutoriada para esa época, no habilita al juez para que haga el estudio del subrogado 
en las leyes citadas y trascritas por él, puesto, que, está desconociendo la fecha de 
los hechos, y no debe tener en cuenta la fecha de presentación de la petición liberatoria. 

Aunado a lo anterior, dijo que, el despacho debe revisar si la conducta fue considerada 
grave por el legislador según el art. 68 A, art. 26 de la ley 1121/2006, y 1098/2006. 

Hablo del principio de favorabilidad, de la (retroactividad), y (ultractividad), cito algunos 
fallos de la Honorable corte suprema de justicia, hablo de la gradualidad de aplicación 
de la ley 906/2004, como está previsto en su art. 530 de la misma norma. 

De acuerdo a todo lo expuesto el despacho concluyo lo siguiente: 

(…) 

Teniendo en cuenta la normatividad señalada anteriormente, significa desde ya que en este 
caso no procede libertad condicional por expresa prohibición legal, en razón a que 
JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR fue conde nado por hechos ocurridos 11 de octubre 
de 1993 (sentencia del Juzgado 3S Penal del Circuito) y 10 de marzo de 1993 (sentencia 
del Juzgado 1 ° Penal del Circuito Especializado de  descongestión de Cundinamarca. 
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(…) 

Descongestión de Cundinamarca, dejó plasmada en la decisión condenatoria, la 
favorabilidad con la que se condenó al señor JEREMIAS MANJARRE5 ESCOBAR, pues 
tuvo en cuenta, la norma contenida en la Ley 599 de 2000, Y de allí que, se deba partir para 
e l estudio de la aplicación de beneficios y exclusiones bajo la misma cuerda procesal. 

 
De acuerdo al texto a cavado de citar, donde el a-quo dice que, “, pues tuvo en cuenta, la 

norma contenida en la Ley 599 de 2000, Y de allí que, se deba partir para el estudio de la aplicación 

de beneficios y exclusiones bajo la misma cuerda procesal”. Pues, si bien es cierto el juez 
fallador tuvo en cuenta la ley 599/2000, para condenarme en aplicación plena del 
principio de favorabilidad, lo menos cierto es que, cuando nació la ley 599/2000, no había 
prohibición alguna, por lo tanto la interpretación y justificación que quiere hacer ver el a-
quo es errada ante la aplicación de la norma más favorable, por tanto el actor siempre 
ha reclamado, como esta en la petición inicial, se aplique el art. 64 del c.p., en su versión 
original, es decir, desde julio del año 2000 hasta el 19 de enero del 2002, no había 
prohibición alguna que impidiese que el actor no pudiese acceder al subrogado penal de 
la libertad condicional. 
 
También dijo que, el fallador había aplicado el art. 104 y su numeral. 8 que habla de 
“fines terroristas”, y por lo tanto debe aplicarse la ley 1121/2006, me permito transcribir 
el aparte así. 
 
(…) 
 

Así las cosas, el tránsito de normatividad, hizo necesario, no obstante, la tipificación en 
la norma penal, los delitos relacionados con el terrorismo, que se garantizara 
efectivamente la aplicación de las penas a los grupos armados al margen de la ley, y por 
ende la consecuente expedición de la ley 1121 de 2006: "Por la cual se dictan normas 
para la prevención, detección, investigación y sanción de la financiación del terrorismo y 
otras disposiciones", por tanto debe darse aplicación a lo dispuesto en el artículo 26 
de dicha norma. (Subraya y negrilla fuera del texto original). 

 
Obsérvese pues, como es posible que el a-quo diga que, debe darse aplicación a esta 
ley 1121/2006, cuando los hechos fueron en el año 1993, y lo sustento en un fallo de la 
Honorable corte suprema de justicia así: “Ahora, determinado está que se debe tener en cuenta 

la normatividad expresa en la Ley 1121 de 200% conforme lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia 
-Sala de Casación Penal en decisión T-019-2017”. 

 
Concluyo que, el juez para efectos de conceder la libertad condicional debe revisar si la 
conducta fue considerada como grave por el legislador, como ocurre con las leyes, art. 
68 A, ART. 26 DE LA LEY 1121/2006, Y LA 1098/2006,  debe verificar el lleno de los 
requisitos objetivos como lo es la pena exigida por la ley, certificado de buena conducta 
en el sitio de reclusión, tener en cuenta la vigencia temporal de las normas que regulan 
el tema. 
 
Ahora bien, que en cuento al factor subjetivo, que no solo es el cumplimiento de las 3/5 
partes de la pena, sino que el juez debe realizar la “previa valoración de la conducta 
punible” como el desempeño y comportamiento durante el tiempo de reclusión que 
permita suponer que no existe necesidad de continuar con la ejecución de la pena. 
 
Que no solo se puede desconocer la gravedad de los delitos cometidos, y las 
circunstancias como fueron cometidos, el despacho entenderá lo dicho por la sala de 
casación pena, y cito un fallo bajo el radicado AP3348-2022. Radicado N°. 61616 de 27 
de julio del 2022. M.p., Dr. FABIO OSPITIA GARZON. 
 
Pues este fallo habla de la valoración de la conducta punible, pues, reitero esta sentencia 
tampoco es aplicable en mi caso en concreto, toda vez que los hecho fueron en el año 
1993, y la norma que habla de la valoración de la conducta punible nació a la vida jurídica 
cuando entro en vigencia la ley 890/2004 y fue reiterada con la ley 1709/2014. Por tanto 
no es aplicable en mi caso en concreto. 
 
Dijo que, el juzgado 1 penal especializado califico y valoro la conducta en la sentencia 
condenatoria de manera incuestionable debe calificarse de extrema gravedad, reflejada 
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en las mismas circunstancias modales en las que se produjo, y cito un aparte de la 
sentencia condenatoria en mención. 
 
Posteriormente, cito y transcribió otra sentencia bajo el radicado N°.125584 de 23 de 
agosto del 2022, otra sentencia más que no es aplicable al actor, ni al caso en 
concreto por lo expuesto en precedencia, lo que debe tener en cuenta es la fecha de los 
hechos y no la fecha de presentación de la petición liberatoria. 
 
Finalizo diciendo que, teniendo en cuenta la circunstancia enrostrada en el fallo 
constitucional, determino que debía continuar con el tratamiento penitenciario por cuanto 
“prevalece la gravedad de las conductas desplegadas por este”. pues lo acaecido 
implicó la grave lesión en contra de la vida y la seguridad de la sociedad, pues en 
palabras de la Corte Suprema de Justicia, se debe protección al principio constitucional, 
el cual se erige en la protección de los derechos y la garantía de un orden justo. 
 
Siguió diciendo que:” En décadas anteriores, se propendió porque en la legislación se tipificara 

la actividad terrorista bajo un correcto juicio para aquellos integrantes de los grupos ilegales 

armados al margen de la ley y que en efecto, se lograra desmantelar los mismos, ya que se 

observaba ante el vacío legal que se debía calificar la conducta por otros comportamientos 

punibles, tal como sucedió en este evento, que cobijó a MANJARRES ESCOBAR, con el tipo penal 

de Concierto Para Delinquir, por ende, la expedición de leyes como la 1121 de 2006 y 1453 de 

2011, a fin de combatir es te flagelo, considerando que el actuar de JEREMIAS MANJARRES 

ESCOBAR, merece el tratamiento intramural que hasta la fecha recibe en centro carcelario”. 
 
Que en esas condiciones la gravedad de la conducta punible, constituye un juicio de 
valor dirigido a construir el pronóstico de readaptación social, no solo la ejecución de la 
pena, sino proteger a la comunidad de hechos atentatorios contra los bienes jurídicos 
protegido, en la prevención especial y general, tanto que la gravedad del delito y la 
intensidad del grado de culpabilidad considerando un propósito de resocialización de la 
ejecución punitiva, el estado no puede obviar las necesidades preventivas generales 
para la preservación del mínimo social. 
 
El despacho acepta el buen comportamiento en el centro carcelario, empero que solo es 
para ser merecedor de la redención de pena, y que dicha circunstancia solo aplica que 
el condenado acata los reglamentos del penal, y la conducta del régimen penitenciario, 
sin que dicha circunstancia desemboque en el otorgamiento de la libertad condicional, 
que se requiere la confluencia positiva de otros factores que son en los que falla en el 
asunto bajo examen. 
 
Y por último dijo: 
 
(…) En ese orden de ideas, y conforme lo expuesto en precedencia, la valoración legal del 
comportamiento ilícito por el que se le sentenció a JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR, al 
igual que la naturaleza y modalidades del mismo, con fundamento en el estudio del Juzgado 
fallador, la inexistencia de arraigo social y familiar, pues en la documental no se hace 
referencia a este aspecto, la no reparación a las Víctimas, son circunstancias que se unen 
para la necesaria continuación de la ejecución de la pena intramural, y que la sanción 
impuesta deba cumplirse en su totalidad, negándose, por tanto, la Libertad Condicional 
impetrada. 
 

De acuerdo a lo anterior, el actor se permite de una manera muy respetuosa reprochar 
el proceder del despacho ya que no fue ajustada derecho debido  que, las normas objeto 
de estudio no pueden ser aplicadas en el caso en concreto puesto que estas fueron 
expedidas con posterioridad a la fecha dela comisión de las conductas, y lo que debe 
tener en cuenta el a-quo es la fecha de los hechos como ha sido reiterada por la 
jurisprudencia, y no la fecha de presentación de la petición, pues, como el a-quo escogió 
esta última es violatoria de mis derechos fundamentales instituidos en nuestra 
constitución y los tratados  internacionales aceptado e incorporados en nuestra 
legislación. 
 

Como consecuencia d lo anterior, el a-quo denegó la libertad condicional, según el 
despacho por expresa prohibición legal,  
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Es, pues, el despacho está negando porque según él, las prohibiciones están vigentes, 
si bien, mi delito fue en el año 1993, , también es cierto que la ley 599/2000, derogo la 
ley 100 de 1980, por lo tanto, la norma aplicable en mi caso como lo ha manifestado 
tanto la honorable corte constitucional, como la Honorable corte suprema de justicia y los 
tribunales de distrito judicial de Bogotá, en los fallos citados en la petición inicial, en 
aplicación plena del principio de favorabilidad la norma aplicable en mi caso en concreto 
es el art. 64 del c.p., de la ley 599/2000, sin aplicar ninguna otra prohibición, puesto que 
no es dable ya que los hechos fueron con anterioridad tanto de la ley 733/2002, como la 
ley 1121/2006, y cualquier otra que haya nacido con posterioridad. 

En conclusión, el actor reclama que, como no existe ni existió ninguna fundamentación 
en la decisión, objeto de disenso, pues, ha incurrido en una vía de hecho, ya que la 
decisión es contraria a derecho, pues, no debe aplicarme las prohibiciones de las leyes 
733 y 1121, ni realizar el estudio en la “previa valoración de la conducta”, pues, 
tampoco la que existía para la época de los hechos, puesto que la misma fue derogada 
por la ley 599/2000, en su versión original. 

Solicito se sirva resolver de fondo, y con todo el cuerpo de la petición inicial la libertad 
condicional, prevista en el art. 64 del c.p., de la ley 599/2000, en su versión original, 
atendiendo los criterios expuestos en la petición inicial de la Honorable corte suprema de 
justicia, como los fallos del tribunal superior, que además, por ser su superior funcional 
deben ser acatados, o al menos realizar una debida fundamentación del porque se aparta 
de los mismos, empero como no ocurrió así, la decisión debe ser revocada y en su 
defecto conceder el subrogado penal de la libertad condicional. Amen. 

A continuación, me permito pegar un aparte del pronunciamiento del honorable tribunal 
de Bogotá donde revoco una decisión de un despacho por falta de fundamentación en la 
decisión y por desconocer el precedente vertical, así: 
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Su señoría el actor considera, que en esta oportunidad se debe resolver de fondo mi 
petición inicial de la libertad condicional, teniendo en cuenta todas y cada uno de lo 
expuesto en las mismas, y así poder obtener la tan anhelada libertad que he venido 
solicitando desde tiempo atrás y que aún no he podido acceder a ella por criterios 
subjetivos del despacho que vigila mi pena. 

Como consecuencia de todo lo anterior, el actor no encuentra más motivos para 
sustentar, o reputar esta decisión, pues, si el a-quo hubiese atendido el precedente 
vertical no le quedaba camino alguno sino de otorgar la libertad condicional sin más 
prejuicios, ni creando más desgaste administrativo y judicial como está ocurriendo. 

Considero que, es el superior jerárquico que con todo lo expuesto en el cuerpo de la 
petición inicial debe concluir con el objeto de seguir evitando más desgaste en la 
administración de justicia, si con todo lo expuesto el actor cumple o no, con los requisitos 
para acceder a la libertad condicional. 

Aunado a lo anterior, también en la petición inicial el actor expuso, cito y pego unos 
apartes del porque tampoco se podía aplicar el art. 26 de la ley 1121/2006, toda vez que 
por respeto al debido proceso en armonía con el principio de legalidad no es viable 
aplicarlo toda vez que lo que el a-quo debe aplicar es el principio de favorabilidad, 
en armonía con el principio “pro homine” como los mismos ocurrieron en el año 1993, 
si bien es cierto el art. 11 de la ley 733/2002, empezó a regir después de los hechos, 
dicha norma fue derogada, por lo tanto no se aplica, y se debe resolver la petición en su 
sentido original como lo ha venido reiterando la jurisprudencia en los casos concretos 
expuestos por el actor, en casos similares en cuanto aplicaron normas posteriores a la 
comisión de los punibles, y la previa valoración de la conducta punible. 
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Como consecuencia de todo lo anterior, pues, considero algunos puntos importantes que el a-
quo dijo para poder justificar la denegación del aludido subrogado penal así: 
 

 la valoración legal del comportamiento ilícito por el que se le sentenció a JEREMIAS 
MANJARRES ESCOBAR, , al igual que la naturaleza y modalidades del mismo, con 
fundamento en el estudio del Juzgado fallador. 

 la inexistencia de arraigo social y familiar, pues en la documental no se hace 
referencia a este aspecto. 

 la no reparación a las Víctimas, son circunstancias que se unen para la necesaria 
continuación de la ejecución de la pena intramural 

 

Ahora bien, en cuanto al 1° punto” la valoración legal del comportamiento ilícito por el 

que se le sentenció a JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR, al igual que la naturaleza y 

modalidades del mismo, con fundamento en el estudio del Juzgado fallador “, me permito citar 
y pegar un aparte de la jurisprudencia así: 

 
(…) 

En cuanto a la no aplicación de la ley 890 de 2004, ni ninguna otra norma que 

haya nacido a la vida jurídica posteriormente a la fecha de la comisión del 

punible del actor. 

 

La Honorable Corte Suprema de Justicia en cuanto a la diferenciación de la libertad condicional 

entre las leyes 890/2004 y la ley 599/2000, versión (original), dijo lo siguiente: 

“…porque para los hechos por los cuales fue procesado y condenado el aquí encartado, 

aún no había comenzado a regir para él la ley 890/04 y la cual se encuentra atada 

exclusivamente a la implementación progresiva del sistema acusatorio, por lo que en aquellos 

distritos judiciales en los cuales aún no se había implementado el referido sistema 

procesal, rigen los extremos punitivos establecidos en la ley 599 de 2000, como lo 

concluyo la corte suprema de justicia al hablar sobre la no aplicación del aumento de 

penas contenido en la mencionada ley 890 en los distritos donde no  operaba el sistema 

acusatorio,(C.S.J. Sala Cas. Penal Sent. 24021 de febrero 7 de 2006 M.P. MARINA 

PULIDO DE BARON), argumentos que sustentan la aplicación por favorabilidad del art. 

64 de la ley 599/2000, en el presente caso, esto es, la exigencia del cumplimiento de 

las 3/5 partes de la pena para acceder a la libertad condicional y más especialmente 

en procura de la garantía de su derecho fundamental de la libertad personal. (…) 

(Negrillas y subrayas fuera del texto original) 

Advierto al despacho que si bien es cierto en este evento se refería a la exigencia de las 
3/5 partes de la pena por favorabilidad y la valoración de la gravedad de la conducta 
punible, lo que quiero hacer ver es que como fui condenado en virtud de la ley 
599/2000, no es dable aplicar las modificaciones introducidas posteriormente a la 
fecha de la comisión de los hechos punibles, como equivocadamente lo entendió 
el a-quo,  en la decisión del 20 de abril de 2023 , cuando aplico el prenombrado art. 
26º de la ley 1121/2006, entre otras normas. 

 
En cuanto al 2° punto” la inexistencia de arraigo social y familiar, pues en la documental no 

se hace referencia a este aspecto”. De acuerdo a este pronunciamiento, el actor se permite 
manifestar con el debido respeto que, no envíe arraigo familiar ni social, puesto que, la 
norma original del art. 64 del c.p., de la ley 599/2000, no contiene dicha exigencia para 
acceder a la aludida pretensión. Veamos: 
 

 
Establece el art. 64 del cp., de la ley 599/00, a cuyo tenor dice: 
 

“ARTICULO 64. Libertad condicional. El juez concederá la libertad condicional al 
condenado a pena privativa de la libertad mayor de tres (3) años, cuando haya 
cumplido las tres quintas partes de la condena, siempre que de su buena 
conducta en el establecimiento carcelario pueda el juez deducir, 
motivadamente, que no existe necesidad para continuar con la ejecución de 
la pena. 
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No podrá negarse el beneficio de la libertad condicional atendiendo a las circunstancias 
y antecedentes tenidos en cuenta para la dosificación de la pena. 

 
El periodo de prueba será el que falte para el cumplimiento total de la condena”. (Lo 
subrayado fue declarado inexequible por la Corte Constitucional). 

 
De acuerdo a la norma acabada de transcribir, no se observa que exija arraigo familiar y 
social, como si ocurre con el art. 5 De la ley 890/2005, y la ley 1709/2014. Por esa razón 
es más que suficiente del porque el actor no allegó dichos documentos. 

 
 
En cuanto al 3° punto” la no reparación a las Víctimas, son circunstancias que se unen 

para la necesaria continuación de la ejecución de la pena intramural”. 

 
 Ahora bien, en este punto específico, me permito reiterar que el actor a folio”5” de la 
petición inicial, le solicito muy respetuosamente se sirviera tener en cuenta la sentencia 
de constitucionalidad C-823 de 2005,  pues, otra cosa muy distinta es que, el a-quo haya 
omitido observar dicho pronunciamiento, como ocurrió con las demás del cuerpo de la 
petición inicial. Veamos: 
 

(…) EN CUANTO A LA INDEMNIZACION. 

5.1.  En ese orden de ideas, teniendo en cuenta que el art. 64 del cp. De la ley 
599/2000, no exige la indemnización de las víctimas para acceder a la libertad 
condicional, el actor le solicito al despacho se sirviera oficiar ante las entidades para que 
certificaran, y además son estas las que dan fe que el actor, no cuenta con los recursos 
materiales ni económicos para cancelar en su totalidad la indemnización, además se sirva 
tener en cuenta la insolvencia al momento de imponer la caución, teniendo en cuenta el 
criterio auxiliar de la Sentencia C-823 de 2005, en cuanto se refiere a la insolvencia 
económica, para acceder a la libertad condicional. 
 

Solicito ver y aplicar la sentencia C-823 de 2005, en cuanto se refiere a la 

insolvencia económica así: 

(…) En ese orden de ideas la Corte   declarará exequibles por los cargos analizados 

las expresiones “y de la reparación a la víctima” contenidas en el primer inciso del 

artículo 64 del Código Penal tal como quedó modificado por el artículo 5° de la Ley 

890 de 2004, en el entendido  que en caso de demostrarse ante el juez de 

ejecución de penas, la insolvencia actual del condenado, el no pago previo de 

la reparación a la víctima no impedirá la concesión  excepcional del subrogado 

de libertad condicional. 

 
Con el objeto de apoyar este punto, también me permito recordarle al despacho que, en 
petición de fecha 11 de septiembre del 2022, le solicite muy respetuosamente se sirviera 
oficiar a las diferentes entidades para que estas allegasen los certificados donde se 
puede constatar que no cuento con los recursos materiales ni económicos para pagar 
dicha indemnización, y que una vez fuesen allegados los mismos los tuviese en cuenta 
en el momento oportuno para algún subrogado penal, como ocurrió en esta ocasión, 
pues, también fue omitida esta petición, y ahora si me exige lo que el despacho dejo de 
aun lado, el deber “ser”. 
 
Veamos lo que está en la página judicial del despacho así: 
 

13/09/22 
Recepción de 
Memoriales 

MANJARRES ESCOBAR - JEREMIAS : SE RECIBE CORREO ELECTRONICO 
CONCON MEMORIAL DEL CDO SOLICITANDO SE DECRETE INSOLVENCIA 
ECONOMICA DE SU PARTE // RECEPCION DIGITAL // AMS / se reenvía 
documentación al correo institucional de funcionario que realiza ingresos al 
despacho // AMSH 
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El despacho omitió solicitarlos, es decir, no obran en el expediente, debido a esa omisión 
el actor se permite oficiar a diferentes entes para que el transcurso del recurso de 
reposición las entidades alleguen los mismos, y así el a-quo los pueda tener en cuenta y 
no los exija para acceder al aludido subrogado penal de la libertad condicional. 
 
El despacho omitió hacer uso de los arts. 232 y 234 del cpp., de la ley 600 de 2000.  
 

(…) prevé que toda providencia debe fundarse en pruebas, que el 

funcionario judicial debe buscar la determinación de la verdad real y para 

el efecto puede decretar pruebas de oficio (Arts. 232 y 234). 

 
PRETENSION: 

 
Mediante el recurso de alzada se persigue que, el despacho reponga su decisión o en 
su defecto, el superior jerárquico y/o los Honorables Magistrados en Sala de Decisión 
Penal del Honorable tribunal superior – de distrito judicial de Bogotá, resuelvan:  

1. bajo estas claras y precisas consideraciones jurídicas, revoque el auto apelado, y en 
su defecto se aplique el art. 64 del c.p., de la ley 599/2000, en su versión original, y 
se me otorgue la libertad condicional. 

PRUEBAS Y ANEXOS: 
 

Como prueba y constancia anexo los siguientes documentos así: 
 

 Copia en PDF de la petición de insolvencia de fecha 11 de septiembre del 
2022. 

 Copia en PDF del pantallazo del envío de la petición de insolvencia económica. 
 

Allego los certificados de diferentes entidades a saber; DIAN; CIFIN; RUNT; CATASTRO 

DISTRITAL; SIM; SNR; IGAC. 

Solicito que, en caso de considerarlo necesario sírvase solicitarlos de oficio, para que 

sean tenidos en cuenta en dicho trámite liberatorio. 

NOTIFICACIONES: 

El suscrito recibe notificaciones en el patio antiguo (31) del Eron de la EPC Picota de 
Bogotá, correo electrónico a.s.materiapenal@gmail.com - en los términos del art. 184 
de la ley 600/2000,  
 

 

mailto:a.s.materiapenal@gmail.com
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Bogotá-11/sept/2022. 
SEÑORES: 
JUZGADO 20° DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. 
Calle 11 N° 9ª-24. Edificio Kaysser. 
Ciudad. 
E.S.D. 

                             
 
 

  
 
REFERENCIA:  PROCESO NI-108262. 
    No. 25000-31-07-007-2002-00105-01. 
 
CONDENADO: JEREMIAS MANJARRES ESCOBAR 
 
ASUNTO:  solicito se sirva oficiar y/o requerir antes las entidades del 

estado, los certificados para demostrar mi insolvencia 
económica. 

 

  
 
Cordial Saludo. 
 
Quien se suscribe, Jeremías Manjarres Escobar, mayor de edad, vecino de esta 
ciudad, identificado con la cédula de ciudadanía cuyo número y lugar de expedición 
aparece al pie de mi firma, recluido en la EPC   PICOTA de Bogotá, me dirijo muy 
respetuosamente ante su despacho con el fin de solicitarle lo siguiente: 
 

PETICION CONCRETA: 
 

1. Le solicito muy respetuosamente a su Honorable despacho se Sirva oficiar ante 
las diferentes entidades competentes para ello, para que, en el menor tiempo 
posible alleguen los certificados de las mismas, donde se pueda evidenciar que 
el actor no cuanta con los recursos materiales ni económicos para pagar la 
indemnización impuesta en la sentencia, y así poder ser amparado con la 
insolvencia económica y/o el amparo de pobreza. 

 
2. Solicito que una vez allegados los certificados se sirva tenerlos en cuenta en el 

momento oportuno, con el objeto de que al momento de conceder algún 
subrogado penal, tenga en cuenta la insolvencia para acceder al mismo. 

 
 

 

 



2 
 

NOTIFICACIONES: 

El suscrito recibe notificaciones en el patio antiguo (16) del Eron de la EPC Picota de 
Bogotá, correo electrónico a.s.materiapenal@gmail.com - en los términos del art. 184 
de la ley 600/2000,  
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